REVUELTO DE PATATAS Y UN POCO DE PURÉ
El pasado martes día 8 tuvieron lugar en el Congreso de los Diputados el debate y la votación a fin de decidir sobre la solicitud del parlamento de Cataluña para que le fuera transferida la competencia para la convocatoria de un referéndum.

El desarrollo del debate no ofreció nada nuevo bajo el sol. Tanto PP como PSOE dieron otra muestra más de su cerrazón votando en contra de la propuesta sin ofrecer alternativa. No vale con la buena voluntad de una parte. Los catalanes comenzaron pactando su Estatuto mayoritariamente en su Parlamento para luego verlo "cepillado" por las Cortes y el Tribunal Constitucional, y el incumplimiento posterior de muchas de sus cláusulas además de sufrir una asfixiante mala financiación de sus competencias y el desprecio y rechazo de la política madrileña ante sus quejas y deseos. Sienten que se han visto abocados a proponer una consulta sobre el status de Cataluña ante la ausencia de otras vías de solución que se les han ido cerrando. Los catalanes han dicho por activa y pasiva que quieren pactar las condiciones de esa consulta. Sin embargo, la obligación de pactar en Cataluña y Euskadi entre representantes de diferentes sensibilidades nacionales, que siempre nos reclaman desde Madrid, no se la aplican PP y PSOE a nivel del Estado. Allí imponen el rodillo de sus mayorías sin atender a razones.

Es evidente que el Estado tiene un doble problema con la cuestión nacional en Cataluña y en Euskadi. Las patatas calientes a las que hice referencia en el debate. Patatas calientes de lábel que alguien intentó que fueran confundiéndose con el tiempo entre un montón de frías patatas transgénicas cultivadas para la ocasión. Pero lo auténtico siempre se distingue y los problemas no arreglados siguieron allí.

Cuando el Gobierno se encontró con el problema catalán, hizo como siempre: dar taconazo al asunto enviándolo al Tribunal Constitucional para que este fuera el encargado de fijar el muro de contención. Pero el Tribunal, cansado de ejercer la acción política a través de sus interpretaciones, una labor que no le corresponde en absoluto, respondió en su resolución que este asunto era planteable y su naturaleza política por lo que correspondía arreglarlo a los políticos, no a los jueces. 

El soniquete de que el PP ofrece "diálogo dentro de la ley" tiene gato encerrado. Ante la opinión pública queda bien. El ciudadano de a pie puede pensar "qué gente más civilizada, ofrecen diálogo", y además la referencia a la ley hace que suene a "gente de orden" en contraposición a los alborotadores nacionalistas catalanes. Pero ¿qué quieren decir con "diálogo dentro de la ley" realmente? 

Porque no están proponiendo un diálogo de verdad. Este supone siempre la voluntad de las partes de explorar el alcance de acuerdos. Sin embargo ni PP ni PSOE  tienen voluntad alguna de llegar a acuerdos y en base a ellos poner en funcionamiento las mayorías necesarias, de las que sólo ellos disponen, para cambiar la ley.

Si existiera esa voluntad hay pautas marcadas en otros países que podrían servir de guía para encontrar una solución. Canadá, con una Constitución escrita que no recoge el derecho de secesión, ha reconocido a través de su máximo tribunal que si hay una Provincia o Territorio que desea la secesión, esta deberá ser aceptada pero con la obligación de pactar los términos en que se lleve a cabo.

El gurú del PSOE para hablar de federalismo es Stèphane Dion, el líder liberal que impulsó en ese mismo país una ley para exigir que la mayoría tenía que ser clara como también la pregunta. Se trata pues de que pactar las condiciones bajo las que se tendrían que hacer una consulta legal pero sin impedirla así y la obligación de pactar las consecuencias. 

Mientras tanto, hoy es perfectamente posible transferir la competencia de convocatoria de referéndum a Cataluña por vía del art 150.2 de la CE La titularidad de la competencia la retendría el Gobierno del Estado pero dejaría a Cataluña la facultad de convocar sólo esa concreta consulta incluso definiendo los límites en que esta debería hacerse. Pero incluso admitiendo, como dice el Gobierno, que esa transferencia no es posible en los términos de la Constitución actual, para modificar el artículo 149.1.32 que da a aquel la competencia exclusiva de convocar referéndums no se necesita de mayorías reforzadas. Por lo tanto, de la misma manera que hace dos años PP y PSOE se unieron para cambiar en semana y media el artículo 135 de la Constitución, también se puede hacer ahora.

El argumento que utilizan PP y PSOE de que toda la ciudadanía del Estado y no sólo Cataluña debe votar es un argumento muy pobre. No hay ningún caso en el derecho internacional comparado en que haya ocurrido algo semejante.

Pero que lo hagan, que convoquen el referéndum en todo el Estado y después cuando tengan los resultados en Euskadi y Cataluña diametralmente opuestos a los del resto delEestado, ¿qué harán? ¿Nada? ¿Puede permitirse no hacer un Estado que sea verdaderamente social y democrático de derecho?

Aunque la UE está hecha de Estados, sus tratados, como la Constitución, no son inamovibles. Tras esos Estados hay personas. Hoy hay más de siete millones de catalanes que tienen un pasaporte donde dice "Unión Europea". ¿Con qué cuajo puede Europa despojar a esos siete millones de personas de su ciudadanía europea cuando se la está otorgando a otros tantos millones de ciudadanos de Estados que ingresan en la Unión tras crueles y sangrientas guerras? ¿Va a despojar Europa de ciudadanía a quienes votan y deciden pacíficamente  mientras se la dan a Serbios, Croatas o Kosovares? Esos no son los valores sobre los que los padres fundadores edificaron la Unión.  ¿Esa es la Europa que queremos?

En los círculos madrileños hoy están convencidos de que con el NO a Cataluña en el Congreso el problema se ha acabado, como ocurrió según ellos con el "órdago nacionalista de Ibarretxe". Se equivocan Y mucho. Las circunstancias son muy diferentes en Cataluña, PP y PSOE están en su momento más bajo como formaciones políticas y sobre todo existe una corriente ciudadana en Cataluña por encima de los partidos que va a hacer muy difícil que admite otra cosa que no sea una consulta. Los términos podrán ser unos u otros pero la sed de consulta es cristalina.

Aprovechando mi símil de las patatas, el señor Errekondo, portavoz de Amaiur me preguntó en su intervención en el pleno si estaríamos dispuestos a hacer una tortilla juntos. Dejando aparte lo desafortunado de la elección del escenario y la ocasión para hacer este apunte, aprovecharé este artículo para contestarle.

Hay un problema en la cocina. La izquierda abertzale se ha pasado décadas haciendo puré con la patata, machacándola directamente, y todavía tiene la mano muy torpe para poder cortar correctamente el tubérculo. Es más, su cocinero-estrella (ETA) aún no ha desaparecido. Como cualquier seguidor de Arguiñano o Robin Food sabe, hacer tortilla con puré de patata es imposible. En la cocina como en la vida, no puede ir dando lecciones el recién llegado. El pinche, el marmitón, tiene que ir probando que es capaz de cortar la patata correctamente, sin machacarla, a una con los demás, y sin cortar a los compañeros con el cuchillo. Será entonces, cuando haya garantía de hacer una sabrosa tortilla, cuando la sociedad pueda considerar su oferta.

Afortunadamente para los catalanes, ellos nunca tuvieron ningún torpe marmitón que pusiera en peligro el guiso. Porque este guiso del derecho a decidir sólo sabe bien desde la tolerancia, la democracia y el respeto a la libertad de los demás.  Por eso ha llegado el día en que de manera abrumadoramente mayoritaria su ciudadanía se ha sentado junta para disfrutar del plato.

Tiene bemoles que aquellos que han estado hasta hace dos días jaleando la violencia, amenazando en la calle, provocando tensión, fomentando la intolerancia de sus gentes hacia los demás, pretendan dictarnos los condimentos y tiempos de la receta del guiso.
